
 

Sr. Amilivia González, Presidente 
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La Sección Primera del 
Consejo Consultivo de Castilla y 
León, reunida en Zamora el día  
3 de diciembre de 2008, ha 
examinado el expediente de reso-
lución del contrato suscrito entre el 
Ayuntamiento de xxxxx y D. xxxx1, 
y a la vista del mismo y tal como 
corresponde a sus competencias, 
emite, por unanimidad, el siguiente 

 
 
 

DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

 El día 24 de noviembre de 2008, tuvo entrada en este Consejo Consultivo 
la solicitud de dictamen preceptivo sobre expediente para la resolución del 
contrato suscrito para la dirección e inspección de las obras de “Urbanización de 
la Unidad de Actuación UE-M2 del Barrio de xxxx2”, entre el Ayuntamiento de 
xxxxx y D. xxxx1. 
 
 Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 25 de noviembre 
de 2008, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes 
del Consejo con el número de referencia 1.043/2008, iniciándose el cómputo 
del plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 53 del 
Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo, aprobado por el Decreto 
102/2003, de 11 de septiembre. Turnado por el Sr. Presidente del Consejo, 
correspondió su ponencia al Consejero Sr. Pérez Solano. 
 
 Primero.- Mediante Decreto de la Alcaldía de xxxxx, de 3 de mayo de 
2006, se resuelve contratar con D. xxxx1 la dirección e inspección de las obras 
de “Urbanización de la Unidad de Actuación UE-M2 del Barrio de xxxx2”, por un 
precio total de 10.730 euros. Dicho contrato, calificado como contrato menor, 
se celebra al amparo de los artículos 196.2 y 201, en relación con el artículo 56, 
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de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, texto refundido 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio.  
 
 Segundo.- El 17 de mayo de 2007, el Servicio Técnico de Urbanismo del 
Ayuntamiento emite informe sobre el estado de las obras, manifestando que 
existen importantes deficiencias en la ejecución material de aquéllas y en la 
seguridad y salud de los trabajadores.  
 
 Tercero.- Previo requerimiento de la Concejala Delegada de Hacienda y 
Patrimonio del Ayuntamiento, el 24 de mayo de 2007, D. xxxx1, adjudicatario 
del contrato, informa sobre el estado de ejecución de las obras, manifestando 
lo siguiente: 
 
  Que se han producido importantes modificaciones en el desarrollo 
de la obra a partir del día 23 de mayo, (se ha nombrado por parte de la 
empresa constructora nuevos encargados). 
 
  Que se ha ordenado el levante del firme de viales que no reunía 
las condiciones y compactación con zahorras artificiales. 
 
  Que se ha ordenado la demolición de todas las rígolas mal 
realizadas y zonas de acera no compactadas. 
 
  Que se ha comprobado presión de línea de abastecimiento. 
 
  Que sobre el firme del vial (…) se realizarán las correspondientes 
comprobaciones de placas y, si resultan positivas, se realizará extendido de 
aglomerado de base con rebaje de tapas de pozos, realizándose el aglomerado 
de rodadura completo en su día para toda la unidad.  
 
  Que cuando se obtengan los resultados de las placas de firmes se 
enviará su resultado y certificados de calidad de los materiales. 
 
  Que con respecto al calendario de esta primera fase, no se sabrá 
hasta la semana siguiente, que se concretará más exhaustivamente.  
 
 Cuarto.- El 4 de marzo de 2008, el Servicio de Urbanismo informa de la 
existencia de importantes deficiencias e inexactitudes en las certificaciones 
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números 11, 12 y 13 firmadas por el contratista, del importante retraso en la 
ejecución de las obras, así como que están certificándose cantidades superiores 
a lo realmente ejecutado. En el mismo informe se manifiesta que las 
deficiencias en la ejecución son achacables a la dirección facultativa de las 
obras y a la empresa contratista.  
 
 Quinto.- Requerido el contratista para que rectifica las certificaciones 
antes señaladas, el 17 de marzo de 2008 se informa por aquél que los importes 
de facturación nº 12 y nº 13 no son correctos, por lo que se ha contactado con 
la empresa urbanizadora para su rectificación.  
 
 El 27 de marzo de 2008 el contratista informa de nuevo que el 18 de 
marzo de 2008 “se presentó certificación a origen de las obras de urbanización 
de la UE- M2 y que, por error mecanográfico, se incorporó como obra realizada 
el capítulo X que no está realizado”, declarando haber iniciado las gestiones 
oportunas para su rectificación.  
 
 Sexto.- Con fecha de 31 de marzo de 2008, la UTE qqqqq, adjudicataria 
de las obras de urbanización, presenta ante el Ayuntamiento nueva certificación 
nº 12, que modifica y anula las anteriores certificaciones números 12 y 13.  
 
 Séptimo.- El 24 de abril de 2008, el Servicio Técnico de Urbanismo emite 
nuevo informe en el que se concluye que no procede el abono de las 
certificaciones números 11, 12 y 13; y tampoco la nº 12 rectificada en marzo de 
2008; que la dirección facultativa no está cumpliendo con sus obligaciones y está 
certificando cantidades muy superiores a lo realmente ejecutado, así como que 
se han apreciado irregularidades, numerosas contradicciones en la documen-
tación presentada y una generalizada ausencia de rigor de la dirección facultativa.  
 

Octavo.- Mediante Decreto de la Alcaldía de 28 de abril de 2008, se 
otorga al contratista un plazo de 10 días para presentar las alegaciones que 
estime convenientes en relación con los informes emitidos por el Servicio de 
Urbanismo del Ayuntamiento. En dicho Decreto no consta, de manera expresa, 
que la concesión de plazo para presentar alegaciones tenga por objeto el inicio 
de expediente de resolución del contrato. 

  
Noveno.- El 29 de abril de 2008, D. xxxx1 presenta escrito solicitando la 

rescisión del contrato de mutuo acuerdo, si así lo estimare el Ayuntamiento. 
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Posteriormente, el 15 de mayo de 2008 presenta nuevo escrito de alegaciones 
manifestando su disconformidad con los informes evacuados por el Servicio de 
Urbanismo de la entidad local, concluyendo que “se mantiene el deseo de 
rescindir de mutuo acuerdo con el Ayuntamiento el contrato de dirección de 
obras y ejecución”.  
 
 Décimo.- El 23 de mayo de 2008, el Servicio Técnico de Urbanismo 
emite informe sobre las alegaciones vertidas por el contratista, expresando la 
disconformidad del Ayuntamiento con las alegaciones presentadas.  
 
 Decimoprimero.- Finalmente, el 4 de junio de 2008, la Concejala 
Delegada de Hacienda propone resolver el contrato de dirección y ejecución de 
las obras de urbanización de la UE-M2, xxxx2, por incumplimiento del 
contratista, manifestado en los informes de 24 de abril y 23 de mayo del 
Servicio Técnico de Urbanismo, iniciar el expediente de determinación de 
indemnización de daños y perjuicios causados al Ayuntamiento como 
consecuencia de la resolución del contrato e iniciar, en su caso, expediente para 
la declaración de prohibición de contratar con la Administración.  
 

En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 

 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
 1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 
expediente, con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.h), 1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en el punto 4º, regla A), apartado e), del 
Acuerdo de 30 de octubre de 2003, del Pleno del Consejo, por el que se 
determina el número, orden, composición y competencias de las Secciones. 
 

2ª.- De acuerdo con la disposición transitoria primera de la Ley 30/2007, 
de 30 de octubre, de Contratos de Sector Público, los contratos administrativos 
adjudicados con anterioridad a la entrada en vigor de esta Ley se regirán, en 
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cuanto a sus efectos, cumplimiento y extinción, incluida su duración y régimen 
de prórrogas, por la normativa anterior. 

 
Conforme al artículo 59.3.a) de la Ley de Contratos de las 

Administraciones Públicas, texto refundido aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 2/2000, de 16 de junio (en adelante, LCAP), es preceptiva la 
intervención del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la 
Comunidad Autónoma respectiva, en los supuestos de resolución de contratos 
administrativos, cuando se formule oposición por parte del contratista. 

 
En el presente caso, teniendo en cuenta la fecha del contrato (3 de mayo 

de 2006), la normativa aplicable viene determinada fundamentalmente por la 
LCAP y por el Reglamento General de la Ley de Contratos de las 
Administraciones Públicas, aprobado por el Real Decreto 1.098/2001, de 12 de 
octubre (en adelante, RGLCAP). 
 

La competencia para acordar la resolución del contrato y determinar sus 
efectos corresponde al órgano de contratación, conforme dispone el artículo 59 
de la LCAP.  
 

El procedimiento seguido para la resolución del contrato es el consignado 
en el artículo 109.1 del RGLCAP. 

 
3ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre el expediente iniciado por 

el Ayuntamiento de xxxxx, para acordar la resolución del contrato 
administrativo para la dirección e inspección de las obras de “Urbanización de la 
Unidad de Actuación UE-M2 del Barrio de xxxx2”, suscrito con D. xxxx1. 

 
En cuanto al procedimiento seguido por la Administración consultante, es 

preciso advertir que si bien consta en el expediente la concesión del preceptivo 
trámite de audiencia -no así el informe jurídico del que habla el párrafo c) del 
artículo 109 del RGLCAP-, no consta que la concesión del mismo obedezca a 
haberse iniciado el expediente de resolución contractual como procedimiento 
autónomo. Es decir, tal y como se deduce de los antecedentes de hecho, 
durante el periodo de vigencia del contrato se solicitan diversos informes, 
mediante los cuales el Ayuntamiento requiere al contratista explicaciones y 
justificaciones, ante los incumplimientos contractuales puestos de manifiesto 
por el Servicio de Urbanismo del Ayuntamiento, estableciéndose un diálogo 
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entre las partes para, finalmente, a través del escrito de 28 de abril de 2008, 
conceder al contratista un plazo de 10 días hábiles “para que presente las 
alegaciones que estime convenientes”; pero sin constar expresamente en el 
citado escrito que se ha iniciado el procedimiento de resolución contractual. 
Este Consejo Consultivo considera que, con el objeto de que el contratista 
tenga conocimiento de que se ha iniciado el procedimiento de resolución del 
contrato, debería haber sido acordado y notificado dicho inicio, previa o 
simultáneamente a la concesión del trámite de audiencia.  

Por otra parte, la propuesta de resolución difícilmente cumple los 
requisitos establecidos en el artículo 89 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, al no constar la concreta causa de resolución del 
contrato, con indicación expresa del precepto de la LCAP que lo contempla, 
siendo aconsejable que, al igual que cualquier otra resolución administrativa, 
consten en ella -con la debida separación- los antecedentes de hecho y 
fundamentos de derecho, así como los recursos que en su caso procedan, con 
una adecuada motivación de la resolución; en el bien entendido caso de que, 
tal y como dispone el apartado 5 del artículo 89 de la citada Ley 30/1992, “la 
aceptación de informes o dictámenes servirá de motivación a la resolución 
cuando se incorporen al texto de la misma”. Incorporación que tampoco se ha 
efectuado, más allá de la cita genérica de la fecha de los informes elaborados 
por el Servicio de Urbanismo municipal.  

Además de las deficiencias detectadas en la tramitación del proce-
dimiento, este Consejo Consultivo entiende que el procedimiento ha caducado. 

 Tal y como se ha expuesto, el procedimiento de resolución de un 
contrato administrativo es un procedimiento autónomo -no una mera incidencia 
de la ejecución del contrato-, que se encuentra regulado en el artículo 109 del 
RGLCAP. Así se desprende del artículo 112.1 de la LCAP, que establece que “la 
resolución del contrato se acordará por el órgano de contratación, de oficio o a 
instancia del contratista, en su caso, mediante procedimiento en la forma que 
reglamentariamente se determine”; y del artículo 59.1, al disponer que los 
acuerdos que decidan la resolución pondrán fin a la vía administrativa y serán 
inmediatamente ejecutivos. Este criterio ha sido sostenido recientemente por el 
Tribunal Supremo, en sus Sentencias de 28 de febrero y 2 de octubre de 2007, 
que considera asimismo como procedimientos autónomos las peticiones de 
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clasificación de contratistas, la modificación, cesión o resolución del contrato o 
las peticiones de atribución de subcontratación. 

 Al tratarse de un procedimiento autónomo en materia de contratación 
administrativa, se regirá, según la disposición adicional séptima de la LCAP, por 
los preceptos contenidos en dicha ley y en sus normas de desarrollo, siendo de 
aplicación supletoria las reglas procedimentales previstas en la Ley 30/1992, de 
26 de noviembre. 

 Pues bien, no existiendo en la normativa específica precepto alguno 
relativo a los plazos para resolver el procedimiento de resolución de los 
contratos, ha de acudirse supletoriamente al artículo 42.3 de la Ley 30/1992, de 
26 de noviembre, que establece un plazo máximo de tres meses para notificar 
la resolución cuando las normas reguladoras de los procedimientos no lo fijen; 
este plazo se contará, en los procedimientos iniciados de oficio, desde la fecha 
del acuerdo de iniciación. 

 Tampoco se prevén en la normativa reguladora de la contratación 
administrativa los efectos de la falta de resolución expresa en plazo, por lo que 
ha de aplicarse la regla general contenida en el artículo 44 de la Ley 30/1992, de 
26 de noviembre, cuyo apartado 2 señala que “En los procedimientos en que la 
Administración ejercite potestades sancionadoras o, en general, de intervención, 
susceptibles de producir efectos desfavorables o de gravamen, se producirá la 
caducidad. En estos casos, la resolución que declare la caducidad ordenará el 
archivo de las actuaciones, con los efectos previstos en el artículo 92”. 

 En el caso examinado, el procedimiento de resolución del contrato ha 
sido incoado de oficio, esto es, por la propia iniciativa de la Administración 
contratante y, aunque -como se ha señalado- no consta el acuerdo de inicio del 
procedimiento, fijando éste como el de 28 de abril de 2008, momento en que 
se confiere trámite de audiencia al contratista, en la fecha de emisión del 
presente dictamen (cuya solicitud se recibió en este Consejo Consultivo el 24 de 
noviembre) ha transcurrido el plazo máximo de tres meses para resolver, no 
constando que se haya hecho uso de la facultad de suspensión del plazo 
recogida en el artículo 42.5.c) de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 

 Por todo ello, este Consejo, en aplicación de lo dispuesto en los artículos 
citados y a la vista de la reciente jurisprudencia (Sentencias del Tribunal 
Supremo de 2 de octubre de 2007 y de los Tribunales Superiores de Justicia de 
la Comunidad Valenciana, Sala de lo Contencioso-Administrativo de 10 de 
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marzo de 2008, y de Castilla y León de 1 de febrero de 2008), considera, sin 
entrar en el análisis del fondo del asunto, que procede declarar la caducidad del 
procedimiento de resolución del contrato y acordar el archivo de las 
actuaciones.  

Ello sin perjuicio de que la Administración consultante pueda, en su caso, 
incoar un nuevo procedimiento de resolución (artículo 92.3 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre), donde deberán tenerse en cuenta las objeciones que al 
procedimiento seguido se han manifestado en el cuerpo del presente dictamen, 
pudiendo también acordar, a estos efectos, la conservación de los actos y 
trámites practicados en el procedimiento, en lo que resulte procedente. 
Igualmente resulta aconsejable, al objeto de evitar la caducidad, acordar la 
suspensión del plazo para resolver en el momento de solicitar el dictamen del 
Consejo Consultivo, de acuerdo con el artículo 42.5.c) de la misma Ley 
30/1992. 
 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 

Procede declarar la caducidad del procedimiento de resolución del 
contrato suscrito para la dirección e inspección de las obras de “Urbanización de 
la Unidad de Actuación UE-M2 del Barrio de xxxx2”, entre el Ayuntamiento de 
xxxxx, y D. xxxx1. 

No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
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